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Comité de Derechos Humanos – Sesión 96

Ginebra, del 13 al 31 de julio de 2009
Temas prioritarios a considerar en la evaluación del 

Cuarto Informe Periódico de la Republica Argentina con arreglo al articulo 40 del Pacto, presentado el 17 de diciembre de 2007
El presente informe fue preparado por ELA – Equipo Latinoamericano de Justicia y Género una organización sin fines de lucro cuyo objetivo es promover la equidad de género y el ejercicio de los derechos de las mujeres a través de la justicia y de las políticas públicas, organizada de conformidad con las leyes de la Republica Argentina. 
El objetivo de este informe es señalar brevemente las principales áreas de preocupación, que sugerimos al Comité de Derechos Humanos plantear ante el Gobierno de Argentina en ocasión de la revisión del IV Informe Periódico del Estado Argentino.

I.
COMENTARIOS SOBRE ALGUNOS ARTICULOS DEL PACTO
Comentarios preliminares:
En su informe el Estado Argentino enumera un importante número de leyes sancionadas recientemente para el reconocimiento de derechos. Sin embargo, el Estado omite mencionar las deficiencias que se registran en la efectiva aplicación de esas normas en las distintas regiones del país. Esto es particularmente relevante en el contexto de un país que ha incorporado los principales tratados de derechos humanos a la Constitución Nacional, otorgándoles jerarquía constitucional. Sin embargo, a pesar del amplio reconocimiento de derechos, estos continúan siendo violados en forma cotidiana.

Desde la organización del Estado, la República Argentina ha adoptado la forma de gobierno representativa, republicana y federal, conformado por la unión de veintitrés provincias (y la ciudad autónoma de Buenos Aires desde la reforma constitucional de 1994) que conservan todo el poder no delegado a la Nación. En uso de las facultades delegadas a la Nación, es el Gobierno Federal el único con competencia para firmar, aprobar y ratificar tratados internacionales. Dado que el incumplimiento de obligaciones contraídas en los tratados internacionales pueden generar la responsabilidad internacional del Estado, es importante indagar respecto de los mecanismos que implementará el Estado nacional para compatibilizar la aplicación de los tratados internacionales de derechos humanos en el contexto de la forma federal de gobierno que determina la competencia de los gobiernos provinciales para una gran cantidad de temas vinculados con la aplicación efectiva de los derechos, tales como la educación y la salud. 

Por otra parte, para diseñar políticas públicas adecuadas que permitan mejorar la implementación de los derechos consagrados por las normas constitucionales e internacionales, resulta fundamental la existencia de un sistema estadístico que permita identificar  avances, dificultades y oportunidades existentes en las distintas regiones del país. Para ello, es imprescindible contar con información estadística confiable y especifica. A pesar de las recomendaciones recibidas de parte de los Comités de la Organización de Naciones Unidas y de la CEDAW en particular, una gran cantidad de reparticiones estatales no cuentan aún con información estadística segregada por sexo. Por citar algunos ejemplos:

· la Dirección Nacional de Migraciones no cuenta con información segregada por sexo a pesar de que, como sostiene el Estado Argentino en su informe, más de la mitad de los trámites migratorios aprobados a diciembre de 2007 correspondieron a mujeres.

· la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), de modo que no es posible conocer el impacto que las políticas tributarias tienen respecto de las mujeres y los varones.

· El estudio del reparto del tiempo y el trabajo reproductivo son dimensiones prácticamente ausentes en las herramientas estadísticas actuales. 

· las estadísticas oficiales de hechos vitales, salud y educación son difundidas en el mejor de los casos con un año de atraso. La información  de indicadores de salud por su nivel de desagregación no permiten conocer las realidades locales. 

La falta de información segregada por sexo se suma a la falta de transparencia que afecta desde inicios del año 2007 el trabajo del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC), organismo público de carácter técnico que debe unificar la orientación y ejercer la dirección de todas las actividades estadísticas oficiales que se realizan en el territorio de la República Argentina.  Este organismo se ha visto involucrado en una serie de acontecimientos –tanto por factores exógenos como endógenos- que afectaron su credibilidad, legitimidad y transparencia. Así, a modo de ejemplo podemos mencionar un cuestionable procedimiento utilizado para la medición de indicadores de cuya producción es responsable el INDEC, la intervención del Poder Ejecutivo en desplazamientos de funcionarios de carrera y su reemplazo por funcionarios políticos, entre otros aspectos que determinaron que en la actualidad la confiabilidad de muchos de los indicadores oficiales difundidos por el Poder Ejecutivo son cuestionados. Por otra parte, se encuentra afectado el derecho de acceso a la información publica, consagrado por normas nacionales e internacionales ya que, por ejemplo, las bases usuarias de la Encuesta Permanente de Hogares no están disponibles en la pagina de internet como era la costumbre anteriormente, y la Encuesta Nacional de Gasto en los Hogares ya finalizada no ha sido difundida. Resulta urgente realizar un fuerte llamado de atención sobre el creciente desprestigio que afecta a dicha institución ya que la necesidad de contar con indicadores confiables que garanticen la continuidad y la compatibilidad de las series estadísticas es fundamental para sostener la investigación en ciencias sociales, para la toma de decisiones, para el adecuado diseño de las políticas públicas y para garantizar el derecho ciudadano al acceso a la información pública. Asimismo, la producción de información es un presupuesto para la vigilancia de los derechos económicos, sociales y culturales, compromiso que Argentina ha suscripto en virtud del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Preguntas a formular:
· ¿Qué medidas adopta el Estado Argentino para asegurar el cumplimiento de las obligaciones internacionales en todo el territorio de la Nación? ¿Qué instituciones se ocupan del monitoreo de ese cumplimiento? ¿Con qué recursos (económicos, humanos, de infraestructura, legales) cuentan las instituciones responsables de ese monitoreo? ¿Qué instancias de coordinación ha previsto el Estado nacional para asegurar la coordinación de los esfuerzos federales y locales?

· ¿Qué mecanismos de seguimiento implantará el Estado Argentino para monitorear el efectivo cumplimiento de las leyes tanto a nivel nacional como provincial?

· Considerando las falencias del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC), el desprestigio en el que está inmerso tras su intervención por parte del Poder Ejecutivo, y las denuncias públicas reiteradas acerca de ataques sufridos por los trabajadores del organismo, ¿Qué medidas se están tomando a fin de obtener estadísticas confiables? 

· ¿Qué avances se han registrado en la discriminación de información estadística por sexo en los registros de los organismos públicos a nivel nacional y en las jurisdicciones provinciales?

Articulo 3
Descripción del problema:
A pesar de la vigencia de cuotas orientadas a aumentar la presencia de mujeres en cuerpos legislativos en casi todas las jurisdicciones del país, en muchas de éstas la incorporación de más mujeres a las legislaturas subnacionales se ha visto frustrada en la práctica. A raíz de las elecciones de 2007, menos mujeres integran los poderes legislativos provinciales. El aumento de diecinueve legisladoras en algunas cámaras respecto al 2004, es anulado por la pérdida de treinta y dos mujeres en otras cámaras, dejando un balance negativo. Estos datos sugieren la dificultad que han experimentado las mujeres en insertarse en cargos públicos en jurisdicciones subnacionales, condición que se reproduce en el ámbito judicial y el poder ejecutivo (en los que en la generalidad de los casos no rigen normas que establezcan un cupo femenino).
En la Cámara de Senadores de la Nación se aprobó en el 2008 una Banca de la Mujer integrada por todas las senadoras del cuerpo, independientemente de su afiliación partidaria. Sin embargo, a pesar de la amplitud de su mandato la Banca fue aprobada con un status especial, sin presupuesto ni recursos asignados y por el plazo de un año, a diferencia de todas las demás comisiones del Senado que son de carácter permanente y cuentan con presupuesto asignado.

El Poder Ejecutivo Nacional se encuentra a cargo de una mujer por primera vez en la historia argentina, a partir de las elecciones generales de 2007. Sin embargo, de los ministerios del gobierno nacional sólo 4 son ocupados por mujeres. Según datos del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa (SINAPA) correspondiente al año 2005, en ningún ministerio hay más de un 25% de mujeres a cargo de Secretarías y Subsecretarías de Estado; sin embargo, hay ministerios en los cuales las mujeres constituyen más del 60% del personal (es el caso de los ministerios de Educación y Desarrollo Social). Estos datos son indicativos de la existencia de un techo de cristal que inhibe a las mujeres de acceder a los puestos de decisión. 

Por su parte, en las elecciones de 2007 por primera vez una mujer fue electa como gobernadora de una de las provincias Argentinas. Hay que mencionar, sin embargo, que se trata del estado provincial más austral del país y con la menor cantidad de habitantes. En el nivel provincial, la presencia de mujeres tampoco es significativa en los ministerios y secretarías: considerando la totalidad de las provincias argentinas las mujeres se encuentran a cargo de sólo el 15% de los ministerios y del 26% de las secretarías.

Con respecto a los gobiernos municipales (la unidad de territorio mas pequeña en la que se divide el estado Argentino) las mujeres se encuentran a cargo de sólo el 9,8% de los municipios, y de ese porcentaje, el 80% pertenece a municipios de menos de 5.000 habitantes. A su vez, en las provincias con importante cantidad de población rural, como es el caso de la provincia de Santiago del Estero donde la población rural representa el 60% de la población, cobra relevancia la representatividad de las Comisiones Municipales (como es el caso de la provincia de Santiago del Estero) o en Comunas Rurales (como es el caso en la provincia de Tucumán).

En el Poder Judicial la presencia de mujeres no es más alentadora, aunque ha habido avances relevantes en particular luego del impulso dado por el Poder Ejecutivo Nacional para la incorporación de diversidad de género entre los integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con la sanción del Decreto 222/2003.
 En las Cortes Supremas de Justicia a nivel nacional y provinciales, las mujeres representan el 20% de las ministras, no obstante, la disparidad es muy grande ya que en 7 provincias las mujeres representan el 30% o más y en otras 7 no hay ninguna mujer.  Si se observa la composición de los distintos poderes judiciales provinciales se verifica que la presencia de mujeres está acotada a ciertos fueros o competencias (como es el caso de los temas de familia y sucesiones, laboral, civil) mientras que en otros fueros (contencioso administrativo, penal económico, penal) es muy escasa la presencia femenina.  La ausencia de un compromiso político con la diversidad de género en los ámbitos judiciales esta asimismo ausente en los organismos de control de la judicatura tales como el Consejo de la Magistratura y el Jury de Enjuiciamiento (órganos competentes para el nombramiento de magistrados y magistradas y para la evaluación de su desempeño, respectivamente, existentes en la jurisdicción nacional y en la mayoría de las provincias Argentinas).

Las mujeres de sectores desaventajados carecen de canales de participación en el espacio público por fuera de la recepción pasiva de los planes sociales y el trabajo comunitario efectuado en el marco de los mismos. No se ha avanzado en la participación de mujeres en la ejecución y evaluación de los mismos. Asimismo, los programas sociales no contemplan ninguna instancia de acceso a la justicia o mecanismo específico de relamo en caso de incumplimiento de los mismos o baja injusta del beneficio. 

Preguntas:

· ¿Cómo se impulsa la adopción de leyes de cupo femenino en las provincias en las que no existe normativa de este tenor? 

· ¿Qué medidas de seguimiento, monitoreo y control se implementan para asegurar el cumplimiento de las normas de cupo femenino en los diferentes niveles legislativos provinciales (en el Estado Provincial y en los Estados Municipales), en aquellas jurisdicciones en las que estas normas se encuentran vigentes? 

· ¿En qué medida se impulsará la existencia de la Banca de la Mujer recientemente creada en el Senado de la Nación como un ámbito de discusión y promoción de políticas de igualdad? ¿Se considera ésta como una estrategia definitiva a replicar en otros ámbitos legislativos (Cámara de Diputados Nacional y en los poderes legislativos provinciales y locales)?  

· ¿Qué tipo de estrategias implementa el Poder Ejecutivo Nacional y los provinciales para promover la equidad de género en el acceso a los puestos de dirección y decisión en los poderes ejecutivos nacional y provinciales?

· ¿Qué medidas se implementan para impulsar la incorporación de mujeres en los tribunales de justicia en las jurisdicciones provinciales y locales, de un modo similar a lo realizado a nivel nacional mediante el Decreto 222/2003? ¿Qué medidas se han tomado para promover un compromiso político por la igualdad de género desde la integración de los órganos de control tales como los consejos de la magistratura y jury de enjuiciamiento a nivel nacional y provinciales?

· ¿Qué mecanismos establecerá el Estado Argentino para generar condiciones propicias para la participación social y política de la mujeres pobres e indigentes, más allá de las instancias de participación comunitaria que generaron los planes sociales?
Artículo 8
Descripción del problema:
Si bien en el año 2007 se incorporó la figura de la trata de personas al Código Penal, la técnica legislativa fue sumamente deficiente y motivó críticas de diversos sectores (desde la oposición, organizaciones de la sociedad civil y del movimiento de mujeres) e incluso un organismo estatal como el INADI (Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo) presentó un proyecto de modificación de la ley recientemente aprobada. El centro de los cuestionamientos es que, en caso de que la víctima sea mayor de 18 años, es necesario acreditar que no hubo consentimiento para que se configure el delito de explotación, lo cual torna muy difícil la prueba del delito y cae en la paradoja de que pueda consentirse la explotación propia.

De acuerdo con datos de la Procuración General de la Nación, no se registran condenas por violación a la Ley de Profilaxis, entre el 2000 y mayo de 2008, el promedio de condenas no llegaba a una por año. No obstante, los prostíbulos son fácilmente identificables, con lo cual no podrían funcionar sin la necesaria aquiescencia de funcionarios policiales y estatales.

Preguntas a formular:
· ¿Acompañará el Estado Argentino los proyectos legislativos para la modificación de la figura penal de trata de personas de acuerdo con los reclamos de las organizaciones de mujeres?

· ¿Instrumentará el Estado Argentino programas o acciones conjuntas con las instancias nacionales, provinciales y locales tendientes a prevenir, erradicar y sancionar todas las formas de trata y explotación de la prostitución? Estos programas o acciones deberían incluir a las fuerzas de seguridad (fuerzas armadas, policía, justicia, ministerios de gobiernos, etc.)
II.
COMENTARIOS SOBRE LAS OBSERVACIONES FINALES REALIZADAS AL ESTADO ARGENTINO
Párrafo 14 de las observaciones finales
"En cuanto a los derechos relacionados con la salud reproductiva, preocupa al Comité que la criminalización del aborto disuada a los médicos de aplicar este procedimiento sin mandato judicial incluso cuando la ley se lo permite, por ejemplo, cuando existe un claro riesgo para la salud de la madre o cuando el embarazo resulta de la violación de una mujer con discapacidad mental. El Comité expresa también su inquietud ante los aspectos discriminatorios de las leyes y políticas vigentes, que da como resultado un recurso desproporcionado de las mujeres pobres y de las que habitan en zonas rurales a un aborto ilegal y arriesgado.

El Comité recomienda que el Estado Parte tome medidas para aplicar la Ley de salud reproductiva y procreación responsable de julio de 2000, gracias a la cual se dará asesoramiento sobre planificación familiar y se dispensarán contraceptivos con objeto de ofrecer a la mujer verdaderas alternativas. El Comité recomienda además, que se reexaminen periódicamente las leyes y las políticas en materia de planificación familiar. Las mujeres deben poder recurrir a los métodos de planificación familiar y al procedimiento de esterilización y, en los casos en que se pueda practicar legalmente el aborto, se deben suprimir todos los obstáculos a su obtención. Se debe modificar la legislación nacional para autorizar el aborto en todos los casos de embarazo por violación."
Descripción del problema:

Se registran importantes diferencias en el acceso a la cobertura de la salud entre varones y mujeres y, en particular, en el acceso a servicios en áreas urbanas y rurales. En ese sentido, en los estados provinciales con menor desarrollo de infraestructura (como es el caso de la provincia de Santiago del Estero) las dificultades de acceso a los servicios de salud se acentúan por la falta o mala condición de los caminos y otras obras de infraestructura, que determina muchas veces que para los habitantes de las áreas rurales sea mas sencillo trasladarse a otras provincias que a los centros de salud ubicados en la ciudad capital de la provincia. 

En los índices de mortalidad materna queda en evidencia la brecha entre jurisdicciones: la probabilidad de morir en el embarazo y el parto no está distribuida equitativamente en las regiones del país. El riesgo de morir durante el embarazo es mayor en las áreas más pobres. Así el contraste existente entre los valores que toma la tasa de mortalidad materna en Capital Federal (1.8) y los que adquiere la provincia peor posicionada (16.5 en Jujuy) es ilustrativo de esta inequidad. El 70% de la mortalidad materna se produce en jurisdicciones que representan el 40% del total de los nacimientos; se trata de las provincias que alcanzan los mayores niveles de pobreza.

Tabla 1. Tasa de mortalidad materna por región. 1980-2006

	REGION
	1980
	1990
	1995
	2006

	Ciudad Buenos Aires
	3.8
	4.1
	1.0
	1.8

	Cuyo
	7.4
	6.7
	5.1
	4.8

	NEA
	11.8
	10.9
	9.2
	10.3

	NOA
	13.0
	8.8
	7.7
	6.8

	Pampeana
	5.0
	3.2
	2.9
	3.8

	Patagonia
	5.7
	3.1
	2.5
	3.1

	Total país
	7.0
	5.2
	4.4
	4.8

	Mínimo
	1.8
	1.8
	1.0
	1.8

	Máximo
	17.4
	19.5
	12.6
	16.5


Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Dirección de Estadísticas e Información de Salud. Ministerio de Salud.

Esta situación es reconocida oficialmente en los documentos del Ministerio de Salud: “mientras que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene indicadores de muerte materna similares a los de los países más avanzados del mundo,  otras provincias tienen una RMM similar a la de los países desarrollados, y otras poseen  valores comparables a las del África Subsahariana”.
 En el mismo trabajo se señala, con datos del año 2004,  “La muerte materna afecta a mujeres jóvenes. El 10% de estas muertes ocurrió en  menores de 20 años, mientras que el 68% afectó a mujeres entre 25 y 39 años de edad…. Sumado a esto, se estima además, que otras 15.000 mujeres sufren anualmente efectos mórbidos y/o secuelas relacionadas con el embarazo, el parto y el puerperio”
.

Según datos del Ministerio de Salud para el año 2006, el 29 por ciento de las muertes maternas se produce por complicaciones de aborto, el 52.7 por ciento, por causas obstétricas directas y el 19.2 por ciento por causas obstétricas indirectas.

Esta situación pone de manifiesto la existencia de graves problemas en materia de cobertura y calidad de los servicios de prevención y tratamiento de la cuestión de la salud sexual y reproductiva en la Argentina. 
En efecto, uno de los principales problemas en términos de acceso a la salud se vincula con el acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva. En este sentido, resulta alarmante la deficiente implementación del Programa Nacional de Salud Sexual y Reproductiva en algunas jurisdicciones del país.  Por caso, en la provincia de Santiago del Estero, no se aplican protocolos específicos para la atención de casos de violación de mujeres como tampoco los de maltrato y abuso de niñas; lo que conduce a que, por ejemplo, no se suministre la anticoncepción de emergencia en forma adecuada en los hospitales públicos.
Los esfuerzos evidentes de la anterior gestión del Ministerio de Salud (que finalizara en su cargo en diciembre de 2007) fueron sistemáticamente resistidos en algunas provincias aun con preocupantes estrategias judiciales.  En años recientes, los tribunales de justicia de distintas instancias y jurisdicciones se pronunciaron sobre distintos aspectos vinculados con la salud sexual y reproductiva. Estos precedentes se vinculan con por lo menos cinco grandes temas, que resultan recurrentemente sometidos a la decisión de los jueces por iniciativas ya sea de los efectores de salud o por personal del poder judicial (defensores, asesores tutelares, fiscales) sin que las decisiones de tribunales superiores ejerzan suficiente influencia en la modificación de los criterios restrictivos de algunos jueces respecto del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos. Los temas que se discuten en los estados judiciales son: (i) el acceso a distintas opciones anticonceptivas, incluyendo la anticoncepción de emergencia cuya constitucionalidad ha sido recientemente objetada por un tribunal de segunda instancia de la provincia de Córdoba, aunque solo respecto del sistema publico de salud – lo que tiene efectos muy directos sobre los sectores mas empobrecidos y sin cobertura privada de salud-; (ii) el acceso a la anticoncepción quirúrgica, aprobada por leyes especiales en algunas jurisdicciones locales pero interpretadas en forma restrictiva por profesionales de la salud y operadores judiciales; (iii) la interpretación restrictiva respecto del alcance de las causales de aborto no punible, de acuerdo con lo previsto por el Código Penal y por la Guía para la Atención del Aborto No Punible, aprobada por el Ministerio de Salud en el 2007 pero no difundida ni aplicada en forma uniforme en los hospitales públicos del país; (iv) la persecución penal del aborto ilegal, frente a lo cual coexisten diversas posturas respecto del deber de confidencialidad de los profesionales de salud; y (v) el alcance de la objeción de conciencia permitida por las normas especiales aplicables para profesionales de la salud, educadores e instituciones medicas y educativas.

En la provincia de Santiago del Estero, por caso, no hay registros de objetores de conciencia para el personal de servicios de salud, lo que permite que personal de la salud en el sector público, no mantengan esa misma posición en el ejercicio privado de la profesión. 

La generación de alguna suerte de consenso sobre los temas sometidos en forma creciente y reiterada a resolución judicial es fundamental para el desarrollo de cualquier política pública en materia de derechos sexuales y reproductivos. 

Preguntas:

· ¿Qué medidas impulsará el Estado Argentino para garantizar los estándares de salud a nivel provincial teniendo en cuenta la distribución de competencias federales y locales?

· ¿Qué medidas impulsará el Estado Argentino para asegurar el acceso al aborto no punible en todas las jurisdicciones del país? 

· ¿Qué medidas específicas impulsará el Estado Argentino para la disminución de la mortalidad materna en las jurisdicciones mas afectadas?

· ¿Qué medidas implementará el Estado Argentino para monitorear las causas judiciales abiertas en distintas jurisdicciones del país y asistir técnicamente a los/as defensores/as de esas causas?

H. Párrafo 15 de las observaciones finales

“En relación con el artículo 3 del Pacto, el Comité considera inquietante que, pese a importantes progresos, las actitudes tradicionales hacia la mujer sigan ejerciendo una influencia negativa en su disfrute de los derechos enunciados en el Pacto. Preocupa en especial al Comité la alta incidencia de casos de violencia contra mujeres, incluidas la violación y la violencia doméstica. También preocupan el acoso sexual y otras manifestaciones de discriminación en los sectores público y privado. El Comité observa asimismo que no se lleva sistemáticamente información sobre estos asuntos, que las mujeres tienen un escaso conocimiento de sus derechos y de los recursos de que disponen y de que no se tramitan debidamente las denuncias. El Comité recomienda que se emprenda una campaña de información en gran escala para promover el conocimiento que las mujeres tienen de sus derechos y de los recursos de que disponen. El Comité insta a que se reúnan sistemáticamente y se archiven datos fiables sobre la incidencia de la violencia y la discriminación contra la mujer en todas sus formas y a que se faciliten estos datos en el próximo informe periódico.”
Descripción del problema:
Como señala el Estado Argentino en su Informe, 23 de las 24 jurisdicciones locales han sancionado una ley sobre violencia familiar ya que, de acuerdo con la división de competencias entre la nación y las provincias (conforme con la Constitución Nacional) estas normas son de carácter local. Sin embargo, la ley es solo un instrumento en el contexto de una política pública de prevención y erradicación de la violencia familiar, particularmente en contextos en que la consagración de derechos ha sido insuficiente para garantizar su ejercicio.

Con la vigencia de normas de violencia familiar en distintas jurisdicciones del país, resulta indispensable indagar acerca del uso que se les ha dado. De acuerdo con la información estadística de la Cámara Nacional en lo Civil de la Capital Federal, sólo en la ciudad de Buenos Aires, los Juzgados de Familia recibieron más de 5.100 denuncias de violencia familiar durante el año 2008. Esto representa un incremento respecto de las denuncias recibidas durante el año anterior y la tendencia para el 2009 indica que seguirá en aumento. Del total de denuncias formuladas, en 6 de cada 10 casos la victima es una mujer y, en más de la mitad de los casos las personas denunciadas son los cónyuges o concubinos, seguido por denuncias formuladas contra el padre, en el 25% de los casos.  De acuerdo con los registros de la Cámara Nacional en lo Civil, las mujeres han tenido año tras año el triste privilegio de ser las principales denunciantes como víctimas de violencia familiar en proporciones que hasta el año 2005 superaban el 75% de los casos, y que en el año 2006 disminuyó al 58% por el dramático incremento de menores damnificados (que pasó de 620 casos denunciados en el año 2005 a 2.093 casos denunciados en el año 2006).
 Este incremento sostenido en las denuncias formuladas desde 1994 no necesariamente implica un aumento en los episodios de violencia familiar en el ámbito de la ciudad de Buenos Aires. Por el contrario, sólo significa un aumento en el número de casos en los que las personas involucradas han logrado vencer los obstáculos materiales y subjetivos que les impiden el uso de las herramientas legales para acceder a las medidas que contempla la ley de Protección contra la Violencia Familiar vigente para la ciudad de Buenos Aires.

Frente a la ausencia de datos similares a los descriptos para la ciudad de Buenos Aires respecto de muchas de las jurisdicciones provinciales de la Argentina, de todas maneras es importante destacar la insuficiencia de sentencias favorables a las mujeres (por ejemplo por decretar la exclusión del hogar del golpeador) en ausencia de políticas publicas de apoyo a partir de programas, acciones estatales o políticas públicas que le permitan sostener el hogar y sus hijos.
No hay información estadística que permita conocer la dimensión, las formas y la prevalencia de la problemática de violencia domestica en la mayoría de las jurisdicciones provinciales. A diferencia de países como Chile o México, no se ha realizado una encuesta nacional para disponer de información estadística fundamental para la formulación de una política pública eficaz. No hay políticas públicas de prevención y erradicación de la violencia familiar y no se cuentan con instancias gubernamentales que permitan coordinar los aislados esfuerzos locales, provinciales y nacionales que existen, desde los distintos órganos de poder.
El acceso a la justicia es un elemento clave en la estrategia de erradicar la violencia contra las mujeres. La dificultad para el acceso a la justicia constituye sin duda la mayor discriminación que enfrentan no sólo las mujeres sino los sectores más desfavorecidos de la sociedad que se ven imposibilitados de ejercer y exigir el cumplimiento de los derechos más básicos que les reconocen las leyes, las constituciones y las convenciones internacionales.  Con el objetivo de trascender la mera sanción de la norma como hecho relevante para la protección de las mujeres víctimas de violencia familiar y teniendo en cuenta la necesidad de garantizar el pleno ejercicio de sus derechos es imprescindible reflexionar acerca de las dificultades que estas mujeres enfrentan para recurrir a las herramientas legales. Aunque la protección que puede brindar la ley sea sólo una parte de los recursos necesarios para superar el problema de violencia, la formulación de la denuncia sosteniendo el proceso que llevará a la resolución del problema crítico es fundamental para comenzar a ponerle fin. En ese sentido, para asegurar la capacidad de las victimas de violencia de superar los obstáculos estructurales de la justicia, es imperioso estudiar el impacto de género en la reforma de la justicia, avanzar en el nombramiento de jueces que reemplacen los jueces subrogantes actualmente en funciones, y revisar los procedimientos judiciales para superar las demoras que se producen actualmente en varios de los procedimientos que deben resolverse actualmente ante la justicia.

En ese sentido, la falta de conocimiento de la ley puesta de manifiesto por una encuesta realizada entre 1.600 mujeres en los tres principales centros urbanos del país, da cuenta de la ausencia de campañas de difusión de las normas de violencia familiar, aún en las ciudades capitales de jurisdicciones que cuentan con normas específicas desde hace una década. En efecto, una investigación reciente muestra que sólo el 40% de las mujeres de las principales ciudades argentinas conocen la existencia de la ley de violencia familiar en sus respectivas jurisdicciones.
 Esto significa que desde el gobierno nacional, provincial y local no se han realizado suficientes campañas de difusión de la existencia de derechos que amparan a las mujeres victimas de violencia y tampoco se han arbitrado los recursos necesarios para brindar un servicio jurídico adecuado que permitan garantizar el acceso a la justicia. 
En la ciudad de Buenos Aires, una iniciativa de la Corte Suprema de Justicia determinó la creación de una Oficina de Violencia Domestica, que comenzó a operar el 15 de septiembre de 2008. Sin embargo, esta Oficina (que depende de la Corte Suprema de Justicia de la Nación) no cuenta con abogados/as que puedan patrocinar las causas que inicien las personas que llegan en busca de asistencia por problemas de violencia familiar sino que para ello deberá coordinar sus esfuerzos con otros servicios públicos y privados, en funcionamiento en esa jurisdicción.
La reciente sanción de la Ley 26.485 de Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se desarrollen sus relaciones interpersonales (en adelante, la “Ley integral de violencia”), pretende constituirse en el instrumento rector de estas políticas. Para ello, la Ley establece que el Consejo Nacional de la Mujer (CNM) será el organismo competente encargado del diseño de las políticas públicas para alcanzar los objetivos de la ley (art. 8), y enumera los “lineamientos básicos” para las políticas estatales que deberá implementar el Estado nacional, en particular a través de la Jefatura de Gabinete de Ministros, y los Ministerios de Desarrollo Social; Educación; Salud; Justicia, Seguridad y Derechos Humanos; Trabajo, Empleo y Seguridad Social; Defensa; y la Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación (arts.10 y 11). 

La Ley integral de Violencia delega en el CNM responsabilidades muy significativas para la implementación de la le ley. Sin embargo, los organismos de la mujer, tanto a nivel nacional como en los niveles provinciales, carecen de recursos humanos y económicos suficientes para llevar adelante políticas concretas y –hasta ahora– sólo existen acciones aisladas sin suficiente articulación.
El texto de la Ley presenta algunos problemas de coherencia interna entre sus disposiciones. A pesar de la amplitud de las formas y modalidades de violencia que pretende abarcar, el Título II dedicado a las Políticas Públicas y los lineamientos básicos para las políticas estatales, se concentra casi exclusivamente en los supuestos de violencia familiar y violencia sexual, sin incorporar disposiciones vinculadas con los distintos tratamientos y modos de abordaje que requiere, por ejemplo, la violencia laboral. Otra manifestación de la falta de coherencia interna de la norma radica en la falta de tratamiento de problemáticas de violencia hacia niños, niñas y adolescentes, a pesar de que el artículo 3 de la Ley establece que la ley “garantiza todos los derechos reconocidos… en la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley 26.061 de Protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”.

La Ley Integral de Violencia no deroga la Ley 24.417 de Protección contra la violencia familiar, que actualmente aplican los Juzgados Nacionales Civiles con competencia en materia de Familia, ubicados en la Ciudad de Buenos Aires.  Sin embargo, la Ley dedica el Título III, Capítulo II a la descripción de un procedimiento indicando que “las jurisdicciones locales, en el ámbito de sus competencias, dictarán sus normas de procedimiento o adherirán al régimen procesal previsto en la presente ley” (art. 19). La forma en que se conciliarán las disposiciones procesales previstas en esta nueva ley con las de la Ley 24.417 tal vez sea abordada por la reglamentación de la norma (aun pendiente) y deberá, en consecuencia, ser revisada en el futuro.

Un aspecto interesante de la Ley cuya efectividad también deberá evaluarse en el futuro es el grado de cumplimiento del objetivo de garantizar “el acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia” (art. 2). En efecto, Ley dispone que 


Los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales…, la presente ley y las leyes que en consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías:

a) la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico preferentemente especializado…” (Ley 26.485, art. 16).

El acceso a la justicia es, sin dudas, una de las principales dificultades que enfrentan las mujeres víctimas de violencia. Sin embargo, la forma en que se hará operativo este derecho será uno de los temas a revisar cuidadosamente no solo en la reglamentación de la norma, sino en su cumplimiento efectivo.

Preguntas a formular:

· ¿Realizará el Estado Argentino encuestas nacionales y provinciales para identificar la dimensión de la problemática de la violencia familiar en contextos urbanos y rurales? ¿Diseñará el Estado Argentino mecanismos de seguimiento para garantizar la correcta metodología utilizada y garantizar la transparencia de los resultados?

· ¿Tomará el Estado Argentino medidas concretas para la adecuada coordinación de esfuerzos locales y federales en el diseño e implementación de políticas de prevención y erradicación de distintas formas de violencia contra las mujeres?

· Teniendo en cuenta que uno de los principales obstáculos para la adecuada implementación de las normas de violencia familiar es el acceso a la justicia, ¿qué medidas tomará el Estado Argentino para garantizar la integración de las iniciativas adoptadas a nivel nacional con el patrocinio de un/a abogado/a?

� El Decreto 222 sancionado en el año 2003 estableció un procedimiento para el ejercicio de la facultad que la Constitución de la Nación Argentina le confiere al Presidente de la Nación para el nombramiento de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, estableciendo un mecanismo de consulta no vinculante a la sociedad civil, con la expresa finalidad de tener presente, en la medida de lo posible, la composición general de la Corte Suprema para posibilitar que la inclusión de nuevos miembros permita reflejar las diversidades de género, especialidad y procedencia regional en el marco del ideal de representación de un país federal.


� Resumen ejecutivo: Estado de conocimiento y agenda de prioridades para la toma de decisiones en morbimortalidad materna, en Argentina. Foro de Investigación en Salud de Argentina. Foro de Investigación en Salud de Argentina, Buenos Aires, 2007, pág. 8. 


� Ibídem, pág. 9. 


� Información de la Dirección de Estadística de la Cámara Nacional en lo Civil de la Capital Federal, a diciembre de 2007.


� Los resultados de una encuesta sobre 1.600 casos de mujeres de entre 18 y 69 años residentes en los tres principales aglomerados urbanos del país (área Metropolitana, Gran Córdoba y Gran Rosario) fueron publicados en “Cómo nos vemos las mujeres. Actitudes y percepciones de las mujeres sobre distintos aspectos de sus condiciones de vida.”  ELA –Equipo Latinoamericano de Justicia y Género, 2007 (disponible en www.ela.org.ar).


� La articulación de las disposiciones de la “Ley integral de violencia” con las normas provinciales vigentes en la materia, también deberá ser abordada por las legislaturas locales.
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